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Nos hemos reunido en Bogotá (Colombia) los días 7 y 8 de noviembre de 2024 a fin de celebrar 
la primera Conferencia Ministerial Mundial para poner fin a la violencia contra la niñez, con el 
propósito de avanzar en nuestra aspiración colectiva de acabar con esta lacra. Representamos 
a gobiernos y asociados de todo el mundo comprometidos con esta causa y reafirmamos nuestro 
esfuerzo compartido para hacer realidad la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, incluida 
su meta 16.2, que consiste en poner fin al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de 
violencia y tortura contra los niños, así como otros Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y sus 
metas pertinentes. Queremos expresar nuestro agradecimiento a los Gobiernos de Colombia y 
Suecia por convocar esta reunión, con el apoyo de la OMS, el UNICEF y la Representante Especial 
del Secretario General de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra los Niños. 
 
 
Reconocemos los avances realizados para reforzar los compromisos internacionales dirigidos 
a poner fin a la violencia contra los niños, entre los que se incluyen: la aprobación en 1989 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, que es el texto de referencia para la promoción y 
protección de los derechos del niño, junto con sus protocolos facultativos; la aprobación por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas de las recomendaciones del informe de 2006 del 
Experto Independiente para el estudio de la violencia contra los niños; la adopción en 2015 de la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y su visión de un mundo que invierta en su infancia y 
donde todos los niños crezcan libres de la violencia y la explotación; la adopción por la Asamblea 

Cada año, más de la mitad de los niños del mundo son víctimas de violencia. La violencia puede 
afectar negativamente a su desarrollo saludable y su bienestar y desbaratar los esfuerzos de las 
familias, las comunidades y los países por mejorar el futuro de sus hijos. Algunos niños lo pagan 
con la vida, mientras que otros sufren un dolor y un trauma físicos y emocionales que pueden durar 
toda la vida y transmitirse a la siguiente generación. Es deber de todos los Estados adoptar medidas 
para garantizar la protección de todos los niños frente a cualquier forma de violencia, ya sea física, 
mental o psicológica. La violencia contra los niños socava los esfuerzos por aplicar la Agenda 2030 
y obstaculiza el progreso hacia la consecución de los Objetivos de Desarrollo Sostenible. 
 
La violencia contra los niños no debe tolerarse nunca y debe enfrentarse mediante medidas 
jurídicas, políticas, institucionales y operativas eficaces, entre ellas la lucha contra la intolerancia 
y la impunidad a ese respecto. Este reconocimiento allana el camino para aplicar dichas medidas. 
Ante la magnitud de este problema, incluidas sus devastadoras repercusiones sociales, económicas 
y en la salud, y teniendo en cuenta la aparición de soluciones de eficacia probada, estamos todos 
obligados a poner fin de una vez por todas a la violencia contra los niños en todo el mundo, 
colaborando con ellos y en su interés superior. 



 

General de las Naciones Unidas de una serie de resoluciones y normas relativas a la violencia 
contra los niños, en particular la resolución 69/194 en virtud de la cual se aprobaron las 
Estrategias y Medidas Prácticas Modelo de las Naciones Unidas para Eliminar la Violencia contra 
los Niños en el Ámbito de la Prevención del Delito y la Justicia Penal (2014); la serie de 
resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas y del Consejo de Derechos Humanos 
sobre los Derechos del Niño, la más reciente de las cuales es la resolución 78/187 (2023), y todas 
las demás resoluciones pertinentes, incluida la serie de resoluciones del Consejo de Seguridad 
sobre los niños y los conflictos armados, como las resoluciones 2427 (2018) y 2601 (2021) sobre 
los niños y los conflictos armados, así como la Declaración sobre Escuelas Seguras (2015); y la 
resolución WHA74.17 (2021) de la Asamblea Mundial de la Salud, que trata sobre el fin de la 
violencia contra los niños mediante el fortalecimiento de los sistemas de salud y enfoques 
multisectoriales. Reconocemos también la labor del Comité de los Derechos del Niño consistente 
en la elaboración de recomendaciones y orientaciones autorizadas para proteger a los niños de 
todas las formas de violencia, en particular a través de la Observación General Nº 13 (2011), 
titulada Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, entre otras. Asimismo, 
reconocemos el estudio mundial de las Naciones Unidas sobre niños privados de libertad (2019) 
y la aprobación por la Comisión de Estadística de las Naciones Unidas de la clasificación 
internacional de la violencia contra los niños (2023). 
 

 
Felicitamos a los Estados que han aplicado medidas en consonancia con los marcos, leyes, 
criterios y normas internacionales, y que han promovido políticas públicas e inversiones 
dirigidas específicamente a prevenir y combatir la violencia contra los niños. Entre ellas figuran 
el establecimiento de marcos de coordinación multisectoriales y de varias partes interesadas 
integrados en los procesos de planificación; la prohibición en las leyes, políticas y prácticas de 
todas las formas de violencia contra los niños y entre ellos, incluso en línea, entre las que se 
cuentan los castigos físicos y la violencia de género; la recopilación, la investigación y el análisis 
sistemáticos de datos desglosados sobre la violencia y sus indicadores conexos, basándose en la 
evidencia y en normas internacionales como la clasificación internacional de la violencia contra 
los niños; el fortalecimiento de los organismos y mecanismos autónomos de derechos humanos 
encargados de vigilar la situación de los niños; el análisis de los costos de la violencia y de los 
beneficios de invertir en medidas de prevención; la asignación de recursos humanos, económicos 
y técnicos para aplicar estrategias, políticas, planes de acción, proyectos e intervenciones 
nacionales y subnacionales; y la intensificación de los programas de prevención y los servicios de 
respuesta para víctimas y supervivientes mediante la formación de profesionales y de la 
población en general, en particular de progenitores, tutores y otros cuidadores. 
 
 
 
La alta prevalencia de diversas formas de violencia contra los niños que persisten en todas 
partes y las aparición de continuo de nuevas formas de violencia nos siguen preocupando 
profundamente y nos motivan a actuar. Somos conscientes de las enormes e inaceptables 
repercusiones humanas, sociales y económicas de no proteger debidamente a los niños, entre 
ellas la perpetuación de ciclos intergeneracionales de violencia, y nos comprometemos a hacerles 
frente. Habida cuenta de sus costos y consecuencias debilitantes, la violencia contra los niños 
representa un obstáculo mucho mayor para la paz, la justicia, el desarrollo y el logro de la Agenda 
2030 que lo que comúnmente se cree. Con objeto de ponerle fin debemos redoblar nuestros 



 

esfuerzos colectivos para abordar sus factores de riesgo subyacentes, como la pobreza; las 
desigualdades económicas, sociales y de género; la falta de acceso a recursos esenciales, como 
una educación inclusiva y de calidad, así como la salud y la protección social; el cambio climático; 
la discriminación; las prácticas culturales nocivas, como la percepción de que la violencia contra 
los niños es aceptable; y la inestabilidad social; y afianzar los factores que protegen a todos los 
niños del mundo, en consonancia con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. 
 

 
Por consiguiente, nos comprometemos a: 
 
 
 
Garantizar los derechos y el bienestar de los niños 
 
1. Situar los derechos y el bienestar del niño, incluido su interés superior y la prevención de 
todas las formas de violencia contra los niños, así como la detección eficaz de los casos que se 
produzcan y la respuesta eficaz a ellos, en el centro de los planes nacionales para alcanzar los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible, teniendo en cuenta que la pobreza y las desigualdades 
sociales y de género vulneran los derechos del niño. Dado que la consecución de la meta 16.2 
de los ODS —a saber, poner fin al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de violencia 
y tortura contra los niños— contribuye a alcanzar varios ODS y está respaldada por ellos, y 
subrayando tanto el papel central de los familiares y las comunidades para prevenir esa violencia 
como la importancia de empoderar a los niños y mejorar sus condiciones de vida, debe 
priorizarse esa meta en los esfuerzos intensificados por aplicar y supervisar la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible a nivel nacional, regional e internacional, incluidos los encaminados a 
reducir las desigualdades, así como en los futuros procesos intergubernamentales.  

 
Garantizar la protección jurídica 
 
2. Garantizar la prohibición completa de todas las formas de violencia contra los niños, que 
incluya la plena protección de estos en virtud del derecho penal, y el acceso efectivo tanto 
directo como indirecto de los niños a la justicia y a la reparación, según corresponda. Los 
Estados deben garantizar la aplicación de todas las leyes pertinentes, así como examinar y 
considerar la posibilidad de revisar la legislación, las políticas y las prácticas nacionales para 
garantizar el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en virtud de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, sus protocolos facultativos de los que un Estado sea parte, y otros 
instrumentos y directrices internacionales pertinentes, como los Principios y Compromisos de 
París para combatir el reclutamiento y la utilización ilícitos de niños y niñas por parte de fuerzas 
o grupos armados. Se deben priorizar la prevención, la respuesta y la prohibición de todas las 
formas de violencia, incluidos la violencia de género y los castigos físicos, así como la aplicación 
de salvaguardias adecuadas en todos los entornos; la provisión de un entorno familiar seguro y 
enriquecedor; la prohibición y eliminación de prácticas nocivas, entre ellas las que afectan en 
grado desproporcionado a las niñas, como el matrimonio infantil, precoz y forzado, y la 
mutilación y ablación genitales femeninas; las peores formas de trabajo infantil; el reclutamiento 
y la explotación de niños por parte de grupos delictivos y armados; la puesta al día de la 



 

legislación para penalizar este tipo de reclutamiento y prohibir la explotación, las agresiones y 
los abusos sexuales contra los niños, incluidos los perpetrados mediante tecnologías digitales o 
que se ven amplificados por estas; el establecimiento de plazos de prescripción adecuados para 
las agresiones sexuales contra los niños, entre ellas la explotación, así como de sistemas de 
reparación para las víctimas y los supervivientes; la protección adecuada contra la violencia en 
las escuelas y la violencia policial; el refuerzo de la capacidad de los sistemas de justicia y las 
autoridades policiales para poner fin a la impunidad de todos los delitos contra los niños, así 
como de la violencia doméstica y el maltrato psicológico, y para atender y proteger mejor a los 
niños víctimas y testigos de delitos y violencia, incluida la doméstica; y la integración en el 
sistema judicial de procesos y procedimientos para los niños que entren en contacto con ese 
sistema, adaptados a ellos y que tengan en cuenta la edad, la discapacidad y las cuestiones de 
género, en particular considerando los problemas específicos que afrontan los niños y las niñas 
con discapacidad, y que prioricen el uso de medios no judiciales, formas de justicia reparadora y 
medidas no privativas de libertad, de conformidad con la Convención sobre los Derechos del 
Niño y otros instrumentos internacionales pertinentes. 
 
 
Invertir en un enfoque basado en la evidencia 
 
3. Invertir en la colaboración multisectorial, la recopilación de datos y los enfoques preventivos 
basados en la evidencia, tales como los que se ajustan al marco INSPIRE: Siete estrategias para 
poner fin a la violencia contra los niños y las niñas. En concreto, instamos a los Estados a priorizar 
tres enfoques innovadores con los que se prevé obtener un impacto más amplio y duradero: i) 
acceso universal al apoyo para* progenitores y cuidadores que prevenga el maltrato y la 
desatención y que fomente al mismo tiempo las relaciones seguras, estables y enriquecedoras; 
ii) acceso universal a entornos escolares y de ocio seguros, inclusivos, favorecedores y libres de 
violencia y acoso, incluso en las situaciones de emergencia y las crisis prolongadas; y iii) servicios 
de respuesta y apoyo que incluyan el acceso universal a una atención de salud adecuada y de 
calidad, así como a servicios psicosociales y de salud mental, y que sean accesibles a todos los 
niños que los necesiten. 

 
Para aplicar eficazmente estos enfoques, se debe estudiar la posibilidad de crear entornos 
seguros para los niños y de eliminar las normas nocivas que perpetúan la violencia, así como de 
aumentar la asignación de recursos económicos, entre otras cosas mediante la asistencia 
financiera y técnica; la financiación para el desarrollo, el cumplimiento de los compromisos 
oficiales de asistencia para el desarrollo; la cooperación Norte-Sur, Sur-Sur y triangular; la 
transferencia de tecnología; y la creación de capacidad en condiciones mutuamente acordadas, 
para* eliminar la violencia contra los niños y poner al día las políticas públicas a fin de promover 
mecanismos de rendición de cuentas, incluso a nivel nacional. 
 
 
Reforzar los sistemas de protección de la infancia 
 
4. Reforzar urgentemente la capacidad de los sistemas de protección de la infancia para atender 
a todos los niños, incluidos los que viven situaciones en las que corren un alto riesgo de ser 
víctimas de violencia y de otras amenazas significativas para su bienestar, en particular en los 



 

contextos de inseguridad marcados por la violencia, los delitos y los conflictos armados y en otros 
contextos humanitarios, prestando especial atención a los que se encuentran en situaciones de 
vulnerabilidad y a los grupos vulnerables, como, entre otros, los niños de pueblos indígenas; los 
pertenecientes a minorías; los afrodescendientes; los que viven en zonas rurales y comunidades 
locales; los migrantes y desplazados, incluidos los refugiados y solicitantes de asilo, los que 
tienen alguna discapacidad; los que carecen de progenitores o cuidadores fiables, y los que 
tienen escasos recursos económicos. Estos sistemas de protección deben fomentar la autonomía 
de los niños y tener en cuenta y satisfacer las necesidades de todos aquellos que se encuentren en 
esas situaciones, sin discriminación alguna y con independencia de su condición. Estos sistemas 
deben respaldarse con suficientes recursos y financiación internacional para apoyar a los Estados, 
en particular a los que acogen a niños que huyen de guerras y conflictos, y basarse en mecanismos 
de denuncia inclusivos, accesibles de forma inmediata y adaptados a los niños; procedimientos 
sistemáticos para detectar activamente la violencia contra los niños; métodos de evaluación e 
intervención basados en la evidencia; personal de servicios sociales competente, debidamente 
formado y regulado; una justicia y una protección jurídica eficaces, accesibles y adecuadas para los 
niños; una reintegración social adecuada para los niños reclutados y utilizados en conflictos 
armados; y una prestación de servicios integrada o intersectorial que reduzca al mínimo la 
victimización secundaria y que abarque los sectores del bienestar social, la justicia, la salud y la 
educación, entre otros, y deben coordinarse con los servicios de respuesta y apoyo ante la violencia 
de género, en especial contra las niñas y las mujeres. 
 

 
Abordar los riesgos en línea y los que surgen o se ven amplificados por el uso de la tecnología 
 
5. Integrar en las iniciativas de prevención y respuesta a la violencia los riesgos en línea que se 
producen o se ven amplificados por el uso de la tecnología. Poner al día las políticas de 
protección de la infancia y crear capacidades especializadas para hacer frente a todas las formas 
de violencia contra los niños que surjan o se vean amplificadas por el uso de la tecnología, 
incluidas las relacionadas con la inteligencia artificial, asegurándose de que se integran en los 
sistemas nacionales de prevención de la violencia y de respuesta a ella. Reforzar los marcos 
legislativos para proteger a los niños de los riesgos que surgen en los entornos digitales a fin de 
perseguir más eficazmente los delitos transfronterizos y los que se cometen en línea. Fomentar 
la rendición de cuentas a nivel tanto gubernamental como no gubernamental, los mecanismos 
que garanticen la seguridad de los niños en los espacios digitales mediante medidas legislativas 
y normativas, normas facultativas y de conducta empresarial comprometida y responsable, 
educación orientada por la evidencia y apoyo a los progenitores, los tutores legales, los 
cuidadores, los educadores y los propios niños. Incluir mecanismos de protección para los niños 
pertenecientes a grupos vulnerables o en situación de vulnerabilidad, los que tienen alguna 
discapacidad, los de grupos étnicos y los migrantes o itinerantes, en particular los que corren 
más riesgo de ser víctimas de tráfico, trata y explotación sexuales a través de plataformas 
digitales. 
 
 

Garantizar una colaboración estrecha 
 
6. Garantizar colaboraciones estrechas con los niños, los tutores, las comunidades, el Estado, las 



 

instituciones nacionales de derechos humanos, la sociedad civil y los movimientos sociales que 
incluyan a las víctimas y los supervivientes; las organizaciones lideradas por niños y jóvenes; los 
defensores del menor; la comunidad científica e investigadora; las organizaciones deportivas, 
comunitarias y confesionales; las organizaciones de defensa de los derechos de las mujeres y las 
niñas; las organizaciones de personas con discapacidad; y el sector privado a escala nacional, 
regional e internacional que garanticen el cumplimiento de los derechos; que tengan en cuenta el 
interés superior del niño como consideración primordial; que promuevan normas protectoras y 
cuestionen las normas y prácticas sociales y de género perjudiciales que favorecen la violencia 
contra los niños y afectan de modo desproporcionado a las niñas; que empoderen a los 
supervivientes para que asesoren sobre legislación, políticas y programas mediante el 
establecimiento de consejos de supervivientes; que empoderen activamente a los niños para que 
puedan ejercer sus derechos y participar en la formulación de las políticas que les afectan, respeten 
sus opiniones y les otorguen el peso que merecen en todos los aspectos de la prevención, la 
respuesta y el seguimiento en relación con la violencia contra los niños, según proceda; y que 
promuevan el fortalecimiento de la cooperación internacional, el intercambio de prácticas óptimas 
y la creación de capacidad para hacer frente a la violencia contra los niños, incluida la de carácter 
transfronterizo. 
 

 
Compromiso con los instrumentos internacionales 
 
Pedimos la aplicación eficaz de todos los instrumentos internacionales y regionales 
pertinentes de los que un Estado sea parte y animamos a los países que aún no los hayan 
ratificado a que lo hagan. 

Solicitamos a la Asamblea General de las Naciones Unidas que refrende el presente 
llamamiento a la acción y alentamos a los Estados comprometidos a liderar el programa mundial 
para poner fin a la violencia contra la niñez a participar en la iniciativa Pathfinding 2.0. 
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